SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°9
RADICACIÓN:6668231040012016 00182 01
ACCIONANTE    MARÍA TERESA CIFUENTES 
AGENTE OFICIOSA: LUZ MARINA RESTREPO

DECRETA NULIDAD


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -2a Instancia – 27 de enero de 2017

Radicación Nro. :
6668231040012016 00182 01

Accionante:

MARÍA TERESA CIFUENTES
Accionado:
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP-

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara la nulidad por indebida integración del contradictorio

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
PAGO PENSIÓN DE INVALIDEZ / NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL LITIS CONSORCIO NECESARIO. “[A]nalizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción. Lo anterior por no haberse efectuado la vinculación de la POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., no obstante que tanto del contenido de la demanda como de los anexos de la misma, se advertía el interés y compromiso de esa aseguradora en el asunto debatido, máxime que la misma UGPP en su respuesta pidió la vinculación de ésta, al igual que del FOPEP y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, entidades que en criterio de la Sala no han incurrido en ninguna acción u omisión que las haga objeto de ser sujetos pasivos de la acción. Ahora, en lo atinente a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS, se advierte que está ligada directamente al fallo, al ser la entidad que fue demandada para el reconocimiento de la pensión de invalidez reconocida a favor del hijo de la accionante, y posteriormente sustituida a ella. Precisamente en el fallo respecto del cual versa el amparo figura como directa obligada, puesto que fue la entidad demandada; incluso, su representante había interpuesto recurso de casación, y posteriormente renunció al mismo.  Adicionalmente tuvo conocimiento la Sala por intermedio de la apoderada judicial de la tutelante, que si bien la UGPP había proferido resolución en la que daba cumplimiento al fallo emitido por la juez de primer nivel, en el cual ordenaba el pago reclamado, posteriormente modificó ese acto administrativo y determinó que el pago debe ser realizado por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira,  veintisiete (27) de enero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 058
                                                      Hora: 11:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada judicial de la señora LUZ MARINA RESTREPO DE MARTÍNEZ, agente oficiosa de MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO, frente al fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela promovida contra la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales -en adelante UGPP-. 

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela  se puede concretar así: (i) la señora MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO en atención a su edad -91 años-, no puede valerse por sí misma, por ello es representada por su hija LUZ MARINA RESTREPO; (ii) RESTREPO DE CIFUENTES dependía económicamente de su hijo JOSÉ DARÍO CIFUENTES, toda vez que no era casado ni tenía hijos, quien falleció en febrero 09 de 2015; (iii) previo al deceso, a su descendiente le fue reconocida la pensión de invalidez correspondiente a 1 s.m.l.m.v., mediante sentencia emitida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Rda.) en mayo 24 de 2013, la cual fue confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior de esta ciudad; (iv) en septiembre 15 de 2015, en condición de única heredera, reclamó ante la UGPP -entidad que asumió el pasivo pensional de la ARP Positiva hasta junio de 2015, según el Decreto Reglamentario 1437/15- el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente, solicitud que fue negada, según afirmó la entidad por no aportar los documentos pertinentes, lo cual no es cierto; (v) en abril 21 de 2016 presentó una nueva petición en el mismo sentido,  y en vista de que la misma no fue resuelta presentó acción de tutela, en la que se le amparó el derecho de petición y se ordenó a la UGPP resolver de fondo lo pedido en el término de 15 días, decisión en virtud de la cual finalmente se profirió la resolución RDP030197, sin embargo, se dispuso que el pago de las mesadas y los intereses serían a favor de los herederos determinados en sentencia de sucesión ejecutoriada, o escritura pública de sucesión, pese a que ese documento ya había sido aportado, y en el mismo aparecía como única heredera la señora MARÍA TERESA; y (vi) la UGPP con su actuación está vulnerando los derechos fundamentales de la actora a la seguridad, al mínimo vital y a la digna, puesto que no ha tenido en consideración que es un sujeto de especial protección, que no cuenta con otros ingresos para cubrir sus necesidades básicas, ya que su hija LUZ MARINA no tiene como colaborarle por ser ama de casa, y sus demás descendientes no le brindan ninguna ayuda económica, incluso, se vio obligada a demandarlos por alimentos ante la Comisaría de Familia.
Con fundamento en lo anterior, se solicita el amparo de las garantías quebrantadas; y en consecuencia, se ordene a la UGPP proceder a realizar el pago de la pensión de sobreviviente reconocida por esa unidad en resolución RPD 030197 de agosto 18 de 2016, tal como fue ordenado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Rda.). Petición que también fue invocada como medida provisional. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.-  La acción correspondió por reparto al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), despacho que admitió la acción, negó la medida provisional invocada y corrió traslado a la UGPP, entidad que se pronunció en los siguientes términos: 

El Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP indicó que en septiembre 15 de 2015 la señora MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO, en calidad de madre del señor JOSÉ DARÍO RESTREPO CIFUENTES, afiliado fallecido, solicitó el cumplimiento de las sentencias proferidas por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito en mayo 24 de 2013, y la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira en enero 15 de 2014.
En virtud de dicha solicitud se solicitó a la referida ciudadana que aportara el registro civil del causante y los fallos de primera y segunda instancia ejecutoriados, y en resolución RDP030197 de agosto 18 de 2016 se reconoció la pensión de invalidez post-mortem al señor JOSÉ DARÍO CIFUENTES RESTREPO, conforme lo dispuesto en las citadas decisiones judiciales, y la misma fue sustituida a su madre MARÍA TERESA CIFUENTES en un 100%, lo cual es conocido por la apoderada de la accionante.
En octubre 19 de 2016 se recibió solicitud de inclusión en nómina, en virtud del citado acto administrativo, a la cual se adjuntaron los documentos para el pago de herederos, y al respecto mediante comunicación de noviembre 01 de 2016 esa entidad le informó que se estaba realizando el cálculo actuarial por parte de la ARL POSITIVA ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para su aprobación, conforme con lo dispuesto en el Decreto 1437/15, y una vez aprobado éste se hace el reporte para el pago por parte del Consorcio FOPEP; por tanto, solicita la vinculación del FOPEP, de POSITIVA y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

La actuación de esa unidad ha estado enmarcada dentro de la normativa aplicable, de acuerdo a sus competencias, y en aras de garantizar el trámite efectivo de la solicitud realizada, ya que al haber sido radicada la petición de reconocimiento pensional en octubre 19 de 2016, a la fecha no ha vencido el plazo para el trámite de la misma.

La acción interpuesta se torna improcedente, por cuanto este mecanismo constitucional no es la vía para para solicitar la inclusión en nómina de pensionados, y no se ha demostrado un perjuicio irremediable, ni el cumplimiento de los principios de inmediatez y subsidiariedad.

3.2.-  Una vez adelantado el trámite legal, el juzgado profirió fallo mediante el cual amparó los derechos fundamentales de petición, seguridad social y mínimo vital, para que por parte de la UGPP se profiriera el acto administrativo que decida sobre la inclusión en nómina para el pago de la pensión de sobreviviente, y ordenó a dicha entidad, que en un término no superior a 8 días, termine los procesos administrativos necesarios, y pase la documentación al área encargada de expedir la resolución.
4.- IMPUGNACIÓN
Tanto la parte accionante como la accionada se mostraron inconformes con la decisión y la impugnaron.

-La togada que representa los intereses de la actora, indicó que su solicitud estaba dirigida a que se ordenara el pago, tanto de la pensión como del retroactivo pensional, porque si bien la pensión ya había sido reconocida por vía judicial y finalmente por la UGPP mediante Resolución RPD30197 de agosto 18 de 2016, en la misma se manifestó que las mesadas dejadas de cobrar solo se pagarían en el proceso de sucesión, el cual ya se había surtido y aportado a esa entidad la documentación pertinente, en la cual figura como única heredera la señora MARÍA TERESA CIFUENTES. Así mismo, en el párrafo siguiente del acto administrativo se dijo que su inclusión en nómina quedaba condicionada a la aprobación del cálculo actuarial, para lo cual la UGPP enviaría la solicitud de aprobación al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Como bien se demostró, la accionante es una señora de 91 años de edad, que merece una especial protección por parte del Estado, ya que se encuentra en debilidad manifiesta frente a la UGPP, no cuenta con recursos económicos para su subsistencia, y su atención en salud depende del Sisben, pese a que tiene derecho al régimen contributivo, lo cual atenta contra sus derechos fundamentales.

No comprende porque en el numeral primero del fallo se ordena que se profiera  acto administrativo que decida sobre su inclusión o no en nómina de conformidad con la aludida resolución, pero en el numeral segundo se indica que se le concede a la UGPP un término de 8 días para que la documentación pase al área encargada, como una forma de respuesta clara y precisa con relación al trámite y las mesadas pensionales reconocidas en la referida resolución.
En consecuencia, nuevamente solicita se ordene a la UGPP hacer el pago de manera inmediata tanto del retroactivo como de las mesadas pensionales.

-El Director Jurídico y apoderado judicial de la UGPP presentó escrito en el que indicó que la juez de primer nivel no tuvo en consideración los argumentos que se esbozaron por esa unidad en relación con la inclusión en nómina de pensionados de la Resolución N°RDP030197 de agosto 18 de 2016, los trámites administrativos que se requieren para culminar el proceso hasta el reporte del consorcio FOPEP, y que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para obtener el pago de prestaciones de carácter económico, más aún cuando existen otros mecanismos judiciales, y no se acreditó ningún perjuicio irremediable que la haga procedente de manera transitoria.
Con fundamento en lo anterior, solicita revocar la sentencia en atención a que no hay vulneración de derecho fundamental alguno, y declarar improcedente la presente acción. 
5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.

Lo anterior por no haberse efectuado la vinculación de la POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., no obstante que tanto del contenido de la demanda como de los anexos de la misma, se advertía el interés y compromiso de esa aseguradora en el asunto debatido, máxime que la misma UGPP en su respuesta pidió la vinculación de ésta, al igual que del FOPEP y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, entidades que en criterio de la Sala no han incurrido en ninguna acción u omisión que las haga objeto de ser sujetos pasivos de la acción.

Ahora, en lo atinente a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS, se advierte que está ligada directamente al fallo, al ser la entidad que fue demandada para el reconocimiento de la pensión de invalidez reconocida a favor del hijo de la accionante, y posteriormente sustituida a ella. Precisamente en el fallo respecto del cual versa el amparo figura como directa obligada, puesto que fue la entidad demandada; incluso, su representante había interpuesto recurso de casación, y posteriormente renunció al mismo. 

Adicionalmente tuvo conocimiento la Sala por intermedio de la apoderada judicial de la tutelante, que si bien la UGPP había proferido resolución en la que daba cumplimiento al fallo emitido por la juez de primer nivel, en el cual ordenaba el pago reclamado, posteriormente modificó ese acto administrativo y determinó que el pago debe ser realizado por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS.

Significa lo anterior, que no se integró el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.
Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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